1
8

CONSIDERACIONES SOBRE LA RELACIÓN JURÍDICO PROCESAL, EL MOMENTO DE SU CONSTITUCIÓN, PRESUPUESTOS E IMPEDIMENTOS PROCESALES .

Juan Mendoza Díaz. Profesor Titular de Derecho Procesal, Universidad de La Habana.

LA RELACIÓN JURÍDICO PROCESAL

Los comienzos de la era científica del Derecho Procesal se caracterizaron precisamente por el intento de los distintos autores por desentrañar la verdadera naturaleza jurídica del proceso; en esa dirección apuntan las diferentes teorías que se describen y dentro de las cuales ha sido aceptada la de la relación jurídica como la más acertada para definir la esencia del proceso civil.

La visión del proceso como una relación jurídica tomó fuerza en la doctrina a partir de la obra de BÜLOW, expuesta en su libro Teoría de las Excepciones Procesales y los Presupuestos Procesales, al que MONTERO calificó como un libro afortunado en la historia del derecho procesal. BÜLOW fue precisamente quien asentó la teoría de que la validez de la relación creada a partir del proceso es de tal naturaleza que no puede dejarse a criterio dispositivo de las partes, pues el proceso no es un ajuste privado entre los litigantes, sino que se constituye en un acto realizado con la activa participación del órgano jurisdiccional que, bajo la autoridad del Estado, establece los requisitos coactivos que deben ser cumplidos por las partes.

Desde esta nueva perspectiva el contenido de la relación jurídico procesal se conforma por aquellos derechos y deberes
 de naturaleza procesal que se crean a partir de la actuación de las partes en el proceso. Actividad de los litigantes que tiene sujeta su admisibilidad y validez al cumplimiento de determinados condicionantes establecidos en la propia ley y que la doctrina identifica bajo el calificativo de presupuestos procesales, los que tienen una naturaleza distinta de los que estipula el Derecho civil para la relación de tipo material deducida en el proceso. De lo anterior se visualiza la existencia de dos relaciones de distinto origen y naturaleza, una de tipo estrictamente privada, que sienta sus bases en el derecho civil sustantivo y otra de tipo procesal, que adquiere naturaleza pública con la intervención de un sujeto con facultades y poderes jerarquizantes; mientras que la relación civil se presenta estática, la relación procesal es una consecución de actos, o sea, es una relación que muda su estado progresivamente.

A los efectos del propósito que perseguimos en esta investigación nos interesa detenernos de forma particularizada en el momento en que podemos afirmar que ha quedado válidamente constituida la relación jurídico procesal, como condicionante necesaria para estimar que la litis ha sido trabada de forma adecuada y en tal sentido considerar que se puede dictar una sentencia de fondo sobre lo reclamado por le actor.

Con relación al momento específico de constitución de la relación jurídico procesal se ha producido una evolución en la doctrina, que va desde una consideración primigenia a partir del contrato o cuasi-contrato de litis contestatio de raigambre romana, hasta las posiciones más modernas, aceptadas por la generalidad de los autores, de estimar que la relación se constituye desde el momento de la presentación de la demanda.

Por la trascendencia del tema para nuestro derecho positivo, que aún permanece vinculado al viejo concepto de la litis contestatio como momento de constitución de la relación jurídico procesal, considero conveniente hacer un examen de los puntos más sobresalientes de la doctrina.

El concepto de la litis contestatio, como momento de constitución de la litis, sienta sus orígenes en la primera etapa del proceso civil romano, específicamente en el instante en que se cerraba la fase in iure ante el magistrado, pues al concluir este período la litis quedaba determinada y cierta entre los contendientes y se producía una especie de consolidación del pleito entre las partes, de forma tal que se convertía en irrevocable, quedando fijada de forma eficaz las condiciones y modalidades en que habría de desarrollarse el juicio en la segunda etapa o fase in iudicio.

La razón histórica de esta sujeción o consolidación del proceso estaba condicionada por el hecho de que en esta etapa aún no existía el concepto de administración de justicia como servicio de orden público, sino que permanecía en manos de jueces privados, lo que imponía la necesidad de lograr un vínculo que creara entre las partes una obligación de sujeción a la jurisdicción, al que se le denominó efecto consuntivo de la litis contestatio.

Con el advenimiento del proceso extraordinario, tercera etapa en la evolución del  sistema procesal romano, y al desaparecer la división de los dos momentos que estuvieron presentes en el proceso de las legis actiones y en el per formulas, la constitución de la litis contestatio se traslada a otra fase del proceso. Dicho traslado es la consecuencia lógica de que ya no se produce el cierre de una primera etapa ante el magistrado para dar paso al juzgamiento ante otro funcionario, sino que todo el proceso se desarrolla íntegramente ante una sola persona.

En el proceso extraordinario la litis contestatio  se configuraba a partir del momento en que el demandado era notificado del libellus conventionis. Si bien la institución perdió el carácter rígido e inamovible que tuvo en las fases procesales anteriores, sirvió para marcar el momento en que la controversia se fijaba entre las partes y en consecuencia se consolidaban los términos del debate.
 La pérdida del formalismo que  le caracterizó en las fases anteriores estuvo dada por el perfil público que adquirió el proceso durante la etapa iniciada con el proceso extraordinario, en que la sujeción a la jurisdicción tenía fórmulas propias, caracterizadas, entre otros elementos, por la institución de la rebeldía y los efectos procesales que la misma producía para el demandado incompareciente, a lo cual FAIRÉN denominó como la publificación o estatalización del proceso.

La concepción del momento de la litis contestatio como el instante en que se produce la constitución de la relación jurídico procesal pasó al derecho español a través de su recepción en Las Partidas
, encontrando asidero en la LEC y de ahí al derecho cubano que lo recoge en el desarrollo de los artículos 652 y ss de la LPCAL.

La concepción del efecto consuntivo de la litis contestatio, a partir de la contestación del demandado, prevaleció en el derecho español durante mucho tiempo y comenzó a perder fuerza en la doctrina bien entrado el pasado siglo XX.
 No obstante, previo al criterio prevaleciente en la actualidad, se desarrolló una posición intermedia que consideraba constituida la relación jurídico procesal desde el momento en que se producía la notificación de la demanda al demandado, pues a partir de ese instante se abrían las posibilidades de comparecencia del mismo al proceso, de tal suerte que si no lo hacía el asunto podía seguir sin ninguna dificultad, al conformarse el efecto procesal de la rebeldía.

Inserto en esta posición nos llamaba la atención DE LA PLAZA sobre la importancia que debía concedérsele en el proceso a la citación y el emplazamiento, ya que a partir de ese momento podría hablarse de la constitución de la relación jurídico procesal.
 

En fecha mucho más reciente y en la misma dirección apuntada se encaminaba el razonamiento de RAMOS MÉNDEZ cuando expresaba que la integración de estas posturas (refiriéndose a las partes) para la corrección formal del proceso no exige la presencia física de las partes en el mismo, sino sólo su presencia jurídica, y, aun ésta, limitada tan sólo a la validez del emplazamiento en forma, que les permite acudir al proceso. La “vocatio in ius” es lo que cuenta para que el principio de dualidad se cumpla.

En el análisis de este tema, y por lo avanzado que resulta para su época, es necesario detenernos en el criterio de CHIOVENDA
 para quien el acto constitutivo de la relación jurídico procesal es la demanda, de manera que la existencia de una demanda judicial indica el punto en el cual dicha relación cobra vida; solo que para el maestro italiano la demanda existe a partir de que es citada y notificada la parte demandada en virtud del principio audiatur et altera pars, con lo que puede concluirse que es definitivamente la notificación el momento que para él marca la constitución de la relación jurídico procesal.

El carácter consuntivo de la relación jurídico procesal como uno de los elementos que identifica su constitución y que es apreciado, siguiendo el análisis de FAIRÉN, por el tratamiento que las Leyes procesales dan al desistimiento, es seguido modernamente por el Código Procesal Modelo para Iberoamérica, el cual en su artículo 199 deja sentado que cuando el actor desista del proceso, después de notificada la demanda, se requerirá la conformidad del demandado para que surta efectos; de forma tal que si éste se opone, el asunto seguirá su tramitación. De lo cual se deduce, aunque no está dicho expresamente en este cuerpo normativo, que el desistimiento formulado antes de la notificación produce plenos efectos sin que sea necesario contar con la opinión del demandado. 

Nuestra LPCAL, siguiendo el dictado que en esta materia heredara de la LEC española, rinde culto al valor del contrato de litis contestatio lo que es posible apreciar al momento de analizar el efecto consuntivo que produce la contestación de la demanda y que se devela de la lectura del último párrafo del artículo 652. Este precepto describe los efectos que produce el desistimiento formulado por el demandante y establece que una vez personado el demandado es obligatorio que se le dé traslado de la solicitud de desistimiento, a fin de que se pronuncie sobre ella, mientras que si el desistimiento se produce antes de la contestación, tiene un efecto totalmente liberador, sin necesidad de que el tribunal escuche la opinión del demandado.

La otra posición mencionada y que ubica el momento de la constitución de la relación jurídico procesal al producirse el emplazamiento, tiene una fuerza indudable, pues como hemos visto antes, es a partir de ese trámite que se abre el caleidoscopio de opciones procesales del demandado y queda trabada la litis de forma irrevocable. Todo ello aún en el caso de que el mismo decida mantenerse ajeno al proceso pues surge el remedio procesal de la rebeldía, lo cual permite al tribunal continuar libremente la tramitación del asunto y llegar a una resolución de fondo, con pleno efecto vinculante para el demandado rebelde.

Confirma el poder de convicción de esta posición el hecho de que aceptada a trámites la demanda por el tribunal, en muchas ocasiones el emplazamiento no es posible practicarlo por una deficiente consignación de las generales del demandado, lo que si no es corregido oportunamente por el actor trae como consecuencia el archivo de las actuaciones, sin que pueda estimarse que la litis ha sido trabada adecuadamente, a pesar de existir una radicación jurisdiccional del caso. Estos argumentos son los que condicionaron que durante algún tiempo me mantuviera vinculado a esta línea de pensamiento.
 

La tendencia doctrinal prevaleciente en la actualidad es la que postula que el momento de constitución de la relación jurídico procesal es coincidente con el de presentación de la demanda, bajo la condición de su aceptación por el tribunal. Esta postura, cuya gestación en España corresponde a la primera mitad del siglo XX y que recientemente adquirió fuerza generalizadora a partir de la promulgación de la nueva LEC/2000
, tuvo antecedentes en la doctrina alemana, dentro de la cual se puede destacar la obra de ROSEMBERG.
 

La fuerza de esta posición doctrinal descansa en los efectos inmediatos que produce la admisión de la demanda, tanto de tipo procesal como sustantivo, que condicionan que deba contarse con el demandado cuando la parte actora pretenda desistir del proceso, ante la presencia de lo que la doctrina ha denominado como posible difamación judicial.

A este conjunto de efectos que produce la presentación de la demanda es a lo que se conoce como litispendencia
 y ha sido sistematizado por algunos autores
, pudiendo mencionarse, entre otros, los siguientes:

Efectos Procesales:

1. Perpetúa la jurisdicción

2. Imposibilita la modificación de la demanda

3. Delimita el objeto del proceso y fija el ámbito de las cuestiones a resolver sobre la base de la congruencia con lo pedido

4. Obliga al juez a los actos de emplazamiento y consecución del proceso hasta su culminación

5. Fija el ámbito del litigio

6. Origina la litispendencia
7. Determina las personas del proceso

8. Abre la posibilidad de aplicar medidas cautelares

9. Viabiliza la reconvención

10. Abre las acumulaciones

11. Impide la enajenación del objeto litigioso

Efectos Materiales:

1. Interrumpe la prescripción (art. 121 CC)

2. Constituye en mora al deudor

3. Transmite a los herederos las acciones (art. 509.b CC)

4. Permite anotaciones de embargo

5. Aumenta la responsabilidad del demandado

6. Obliga al pago de intereses

7. Obliga, al poseedor de mala fe, a la devolución de frutos

Podemos concluir que la proyección de nuestra actual LPCAL, al guiarse por el tratamiento bilateral del desistimiento, considera que el efecto consuntivo del proceso sólo se da a partir de la contestación y estimamos que es una posición que debe ser superada a fin de poner a tono nuestra legislación con las concepciones que modernamente prevalecen en la doctrina de forma casi unánime, luego de años de devaneo conceptual.

Como veremos más adelante, esta relación jurídica procesal puede verse entorpecida e incluso finiquitada por la ausencia de algún presupuesto formal que sea denunciado por el demandado como excepción dilatoria.

PRESUPUESTOS E IMPEDIMENTOS PROCESALES

Siguiendo la línea ideológica que fuera trazada por BÜLOW y fertilizada por la doctrina, en la constitución de la relación jurídico procesal que se da en el proceso civil se deben cumplir un conjunto de requisitos de naturaleza típicamente procesal y ello constituye uno de los elementos que diferencian esta relación de la de carácter material que se deduce en el proceso.

La falencia o incumplimiento de alguno de estos requisitos, establecidos en la propia Ley de procedimiento, da lugar a una paralización temporal (que puede convertirse en definitiva) del proceso y con ello la imposibilidad de que se pueda dictar una sentencia sobre el fondo de lo controvertido. Estos requisitos han recibido la denominación genérica de presupuestos procesales y son, al decir de CHIOVENDA, las condiciones formales que deben darse para que nazca la obligación del juez de pronunciarse en cuanto al fondo, o sea, para que pueda darse la actuación de la voluntad del Estado en el proceso.

A pesar de la definición genérica antes utilizada, hay autores
 que hacen una distinción entre estos requerimientos, según que puedan ser apreciados directamente por el tribunal (ope legis) o que deban ser denunciados por la parte demandada para que puedan ser analizados por el órgano jurisdiccional (ope exceptionis).

A las exigencias que pueden ser apreciadas directamente por el tribunal, como requisitos indispensables para la aceptación de la demanda, mediante un trámite de valoración previa al que MONTERO denomina control de admisibilidad
, se les llaman presupuestos procesales
; por su parte, a aquellos que deben ser sindicados por la parte demandada para que el tribunal los tenga en cuenta, la doctrina los rotula como impedimentos  procesales.
La doctrina española se había manifestado proclive a eliminar de la Ley una regulación taxativa de dichos presupuestos, dada la controversia que durante años existió sobre las categorías de presupuestos, requisitos e impedimentos,
 posición de la que se hace eco la nueva LEC/2000 que elimina el tratamiento particularizado de estos conceptos y en tal sentido habla de cuestiones procesales que pudieran obstar a la prosecución (del proceso) y a su terminación mediante sentencia sobre su objeto (art. 405.3 y 414).

Las exigencias que deben darse para que quede válidamente constituida la relación jurídico procesal son reseñadas en la LPCAL en el artículo destinado a regular las excepciones dilatorias, con la distinción de que algunas pueden ser apreciadas como presupuestos y al mismo tiempo como impedimentos, mientras que las otras solo tienen el carácter de impedimentos y en tal sentido sólo pueden operar ope exceptionis.

Para ilustrar los antes mencionado es necesario hacer mención a que el artículo 233 regula como excepciones dilatorias, las siguientes: 

1) La falta de competencia por razón de la materia o de la cuantía;

2) la falta de personalidad de las partes por carecer de la capacidad procesal para comparecer, o por no tener el carácter o representación con que reclama o se le demanda, según se trate del actor o del demandado, o por no acreditar debidamente su representación en el proceso;

3) el defecto legal en el modo de proponer la demanda por no ajustarse a lo ordenado en el artículo 224;

4) la indebida acumulación de pretensiones;

5) la litis pendencia en el mismo u otro tribunal;

6) la falta de estado del proceso por no haberse demandado a todas las personas que deban serlo para quedar válidamente constituida la relación procesal.

El tribunal, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 225, antes de dar traslado de la demanda, deberá apreciar de oficio si se está en alguno de los supuestos de los ordinales 1, 2 y 3 y si así fuera se impedirá por el órgano la continuidad del conocimiento; este tratamiento ope legis hace que dichas causales sean apreciadas, siguiendo la nomenclatura mencionada, como presupuestos  procesales.

El hecho de que estas tres situaciones sean al mismo tiempo excepciones procesales hace que tengan el doble carácter de presupuestos e impedimentos, ya que operan tanto ope legis como ope exceptionis, mientras que las causales consignadas en los números 4, 5 y 6 del comentado artículo, sólo pueden ser apreciadas en virtud de denuncia del demandado, por lo que se inscriben dentro del criterio estricto de los impedimentos procesales.

� Las diferentes teorías pueden agruparse en dos grandes campos: las teorías privatistas y las publicistas. Entre las primeras se inscriben la teoría del contrato y la del cuasicontrato, ambas influenciadas por la preponderante vigencia que en los primeros momentos aún ejercían las categorías propias del derecho civil sustantivo en el campo procesal. Dentro de las teorías publicistas se encuentran la teoría de la relación jurídica, la de la situación jurídica y por último la teoría de la institución.


� BÜLOW, O; La Teoría de las Excepciones Procesales y los Presupuestos Procesales. Ediciones Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1964; p. 293


� La teoría que desarrolló GOLDSCHMIDT, en oposición a la que formulara BÜLOW y que es conocida como de la situación jurídica, tuvo como elemento novedoso la introducción de una nueva categoría dentro del proceso que es la de carga procesal, para identificar aquellas exigencias que se le imponen a las partes durante el desarrollo de la litis y que no pueden ser explicadas por las reglas de las obligaciones civiles ya que están caracterizadas por no ser obligatorias sino por proporcionar expectativas que si son aprovechadas pueden proporcionar un beneficio y en caso contrario acarrear un perjuicio dentro del proceso. 


� SCIALOJA, V. Procedimiento Civil Romano. Ediciones Jurídicas Europa-América, Buenos Aires, 1954; p.157


� FAIRÉN GUILLÉN, V; El desistimiento y su bilateralidad en primera instancia. Editorial Bosch, Barcelona, 1950  pp. 38-39


� SCIALOJA, V; op cit; pp. 377-382


� FAIRÉN GUILLÉN, citado por GIMENO SENDRA, en CORTÉS DOMINGUEZ, V.; con V. GIMENO SENDRA y V. MORENO CATENA. Derecho Procesal Civil. Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 1995; p. 178


� FAIRÉN GULLÉN, V; El Desistimiento, op cit; p. 32


� Vid por todos: FAIRÉN GUILLÉN, V; El Desistimiento, op cit.


� GÓMEZ ORBANEJA, con H. QUEMADA. Derecho Procesal Civil, volumen I, parte general. Artes Gráficas y Ediciones, Madrid, 1979; p. 9. Sobre las diferentes tendencias de la doctrina española sobre el tema, en su momento, puede verse esta misma obra, p. 369


� DE LA PLAZA, M; Derecho Procesal Civil Español, volumen I. Editorial Revista de Derecho Privado, Madrid, 1951; pp. 347 y 352


� RAMOS MÉNDEZ, F; Derecho Procesal Civil, tomo I. Librería Bosch, Barcelona, 1986; p. 228.  


� CHIOVENDA, G; Principios del Derecho Procesal Civil, tomo II, Instituto Editorial Reus, Madrid, s/f, pp. 71-72. Esta concepción fue desarrollada en Cuba por CASASÚS. Vid. CASASÚS, V. Ley de Enjuiciamiento Civil, Tomo Segundo, Cultural S.A., La Habana, 1956; p. 260


� FAIRÉN dedica un trabajo a analizar el artículo 199 del Código Modelo y en el mismo nos llama la atención que no se detiene en el análisis crítico que sobre la presencia del contrato de litis contestatio hizo en trabajo que hemos citado en esta investigación: El Desistimiento y su bilateralidad en primera instancia. Vid. FAIRÉN GUILLÉN, V; Comentario y propuesta sobre el artículo 199 del Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica (El desistimiento del proceso), contenido en JUSTICIA 89, No.1, Librería Bosch, Barcelona, 1989, pp. 791-811. Para ver la opinión de autores americanos que se afilian a esta posición puede consultarse: REIMUNDIN, R; Derecho Procesal Civil, Editorial Viracocha, Buenos Aires, 1956, Tomo I, p.113 y Tomo II, p. 27. CARRIO LUGO, J; La Postulación del Proceso; trabajo contenido en Análisis del Código Procesal Civil, Tomo I; Cultural Cuzco S.A. Lima, 1994; p. 370. GOZAÍNI, O; Teoría General del Derecho Procesal (Jurisdicción, acción y proceso). Ediar, Buenos Aires, 1996, p. 18


� Vid. MENDOZA DÍAZ, J; El Proceso Ordinario de Conocimiento. Actitudes del Demandado. Editorial CIABO, La Habana, 2000; p. 9. 


� El artículo 410 de la nueva LEC española cerró la polémica existente en ese país entre la doctrina y la jurisprudencia al dejar sentado claramente que la litispendencia, con todos sus efectos procesales, se produce desde la interposición de la demanda, si después es admitida.


� Planteaba ROSEMBERG que la demanda decide sobre el contenido y extensión del procedimiento por ella iniciado, así como de la sentencia que lo cierra; da nacimiento al proceso y a la relación jurídica procesal, y provoca la litispendencia de la pretensión reclamada; contiene el programa del litigio y, por tanto, determina la clase y la medida de la tutela jurídica que se haya de otorgar. Vid. ROSEMBERG, L; op cit; p. 3


� Para FAIRÉN la difamación judicial son las consecuencias negativas de diverso orden que puede tener para el demandado la presentación y admisión de la demanda y en tal sentido plantea que: la posibilidad de la difamación judicial se produce con la litispendencia; con ella la vinculación del actor; y con ésta, la necesidad de dar audiencia al demandado sobre su interés en que el proceso continúe para que una sentencia declare la corrección de su postura jurídica, quizás también aunque implícitamente, el carácter difamatorio (civil, entiéndase) de la demanda del actor, y por fin le libere de su preocupación sobre futuros conflictos con aquél por razón del mismo asunto, concediéndole los beneficios de la cosa juzgada material. Vid. FAIRÉN GUILLÉN, V; El Desistimiento, op cit; p. 132


� Señala RAMOS MÉNDEZ de que debe entenderse por litispendencia al conjunto de efectos que produce una demanda y que se originan por su mera presentación, no debiendo confundirse con la excepción de litispendencia, la que será objeto de estudio cuando abordemos las excepciones dilatorias, y que tan solo recoge un aspecto parcial del tema, el referido a la repercusión estrictamente procesal que tiene un proceso con relación a otro posterior, al efecto de impedirlo. RAMOS MÉNDEZ, F, op cit; p. 451


� Vid. CASASÚS, J; Ley de Enjuiciamiento Civil, tomo segundo, volumen primero. Editorial Cultural S.A. La Habana, 1954;  p. 269. ROSEMBER, L, op cit; pp. 121-122


� Bajo el término perpetuación de la jurisdicción (perpetuatio iurisdictionis) se identifica el efecto  inamovible que para la competencia del tribunal produce la presentación de la demanda, de tal suerte que los cambios que puedan producirse en el futuro, ya sea en cuanto al valor del objeto litigioso, a las características de las partes, entre otros particulares, no hacen que cambie el criterio originario de la competencia. Vid., por todos, DE LA PLAZA, M; op cit; pp. 355-357 y MONTERO AROCA, J, con M. ORTELLS RAMOS y J L. GÓMEZ COLOMER. Derecho Jurisdiccional,  Libería Bosch, 1989; p. 171.Es una derivación del legado semel iudex semper iudex (una vez juez, siempre juez).


� CHIOVENDA, G; Ensayos.., op cit; p. 23


� ROSEMBERG hace la distinción entre presupuestos e impedimentos, pero no obstante puntualiza en cuanto a que las circunstancias observadas de oficio y que deben existir para la admisión del proceso, como la competencia, la capacidad para ser parte y procesal, entre otros, pueden denominarse presupuestos procesales positivos, mientras que las que no deben existir, como que no esté pendiente el objeto litigioso o no esté resuelto con autoridad de cosa juzgada, los denomina presupuestos procesales negativos. ROSEMBERG, L; op ci, p. 45. Más modernamente puede verse el criterio de MONTERO AROCA en: MONTERO AROCA, J; et al; Derecho Jurisdiccional, Tomo II,  op cit, p. 44 y 162, así como en: MONTERO AROCA, J; Los poderes del juez en el proceso civil (Las ideologías autoritarias y la pérdida de sentido de la realidad); trabajo contenido en el volumen Teoría Unitaria del Proceso que contiene las ponencias presentadas en el XV Encuentro Panamericano de Derecho Procesal. Editorial Juris, Rosario, 2001; pp. 228-229


� Existe otra distinción entre los presupuestos procesales y es la que hace CHIOVENDA, quien dice que si la falta de un presupuesto determinado es de tal naturaleza que puede ser controlado de oficio por el juez, estamos en presencia de un caso de nulidad procesal, mientras que si el presupuesto solo puede ser analizado en virtud de denuncia de la parte demandada, estamos en presencia de un caso de anulabilidad; categorías derivadas del derecho civil sustantivo. CHIOVENDA, G; Principios..., op cit; p. 110


� MONTERO AROCA, J, et al, Derecho Jurisdiccional, op cit; p. 142


� Hay algunos autores que son de la opinión que la apreciación por el tribunal de tales impedimentos no debía realizarse al momento de la admisión de la demanda, sino cuando ya se ha producido la contradicción entre partes, a fin de que disponga de todo el material de alegaciones. FAIRÉN GUILLÉN, V; Estudios de Derecho Procesal, Revista de Derecho Privado, Madrid, 1955; p. 230


� ALONSO-CUEVILLAS hace mención a la posición de los profesores españoles de Derecho Procesal  en la conocida obra Corrección y actualización de la Ley de Enjuiciamiento Civil, quienes abiertamente se oponían al uso en la ley de términos como presupuestos o requisitos al ser conceptos alrededor de los cuales no existía consenso en su correcta utilización. ALONSO-CUEVILLAS Y SARIOL, J; La comparecencia preparatoria del juicio de menor cuantía; Bosch, Barcelona, 1992; p. 205. Otra posición contraria al uso de la distinción puede verse en BONET NAVARRO, A; La nueva comparecencia del juicio de menor cuantía, Librería Bosch, Barcelona, 1988, p. 145


� No obstante debe verse la mención que a presupuestos y requisitos aún se hace en el artículo 387, dedicado al tratamiento de las cuestiones incidentales.





